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ARTÍCULO
JURÍDICO

CINCO NOVEDADES RECIENTES SOBRE EL DELITO 
DE IMPAGO DE PRESTACIONES FAMILIARES DEL 

ARTÍCULO 227 DEL CÓDIGO PENAL

Sergio Herrero Alvarez 
(Abogado)

El objeto de estas líneas es analizar sintéticamente cinco noveda-
des importantes producidas durante los dos últimos años, 2020 y 

2021, en el régimen legal y la interpretación jurisprudencial del delito 
de impago de prestaciones familiares tipificado en el artículo 227 del 
Código Penal, cuyo texto vigente transcribimos a continuación:

“Artículo 227.

1. El que dejare de pagar durante dos meses consecutivos o cuatro 
meses no consecutivos cualquier tipo de prestación económica en fa-
vor de su cónyuge o sus hijos, establecida en convenio judicialmente 
aprobado o resolución judicial en los supuestos de separación legal, 
divorcio, declaración de nulidad del matrimonio, proceso de filia-
ción, o proceso de alimentos a favor de sus hijos, será castigado con 
la pena de prisión de tres meses a un año o multa de seis a 24 meses.

2. Con la misma pena será castigado el que dejare de pagar cual-
quier otra prestación económica establecida de forma conjunta o 
única en los supuestos previstos en el apartado anterior.

3. La reparación del daño procedente del delito comportará siempre 
el pago de las cuantías adeudadas.”

La novedad más relevante es, sin duda, la introducida por la reforma 
del artículo 57.1 del Código Penal, que obliga, desde su entrada en 
vigor el 25 de junio de 2021, a la imposición de la pena accesoria de 
alejamiento en los casos de impago de prestaciones familiares.

Además, cuatro recientes pronunciamientos jurisprudenciales van a 
originar repercusiones de calado en lo relativo a la extensión del pe-
riodo de impago sentenciado en cada resolución condenatoria, a la 
tipicidad penal de las cuotas hipotecarias adeudadas, a la denuncia 
previa del agraviado como requisito de perseguibilidad y al trata-
miento como responsabilidad civil de las pensiones impagadas pero 
extinguidas por la prescripción civil en el momento de inicio del pro-
ceso penal. Expondremos por orden cada una de ellas.

1. La preceptividad legal de la pena accesoria de alejamiento

El artículo 48 del Código Penal regula, como penas privativas de 
derechos, ciertas prohibiciones que pueden imponerse con carác-

ter accesorio en caso de condena por algunos delitos, con el si-
guiente texto:

“Artículo 48.

1. La privación del derecho a residir en determinados lugares o 
acudir a ellos impide al penado residir o acudir al lugar en que 
haya cometido el delito, o a aquel en que resida la víctima o su fa-
milia, si fueren distintos. En los casos en que exista declarada una 
discapacidad intelectual o una discapacidad que tenga su origen en 
un trastorno mental, se estudiará el caso concreto a fin de resolver 
teniendo presentes los bienes jurídicos a proteger y el interés su-
perior de la persona con discapacidad que, en su caso, habrá de 
contar con los medios de acompañamiento y apoyo precisos para el 
cumplimiento de la medida.

2. La prohibición de aproximarse a la víctima, o a aquellos de sus 
familiares u otras personas que determine el juez o tribunal, impide 
al penado acercarse a ellos, en cualquier lugar donde se encuen-
tren, así como acercarse a su domicilio, a sus lugares de trabajo y 
a cualquier otro que sea frecuentado por ellos, quedando en sus-
penso, respecto de los hijos, el régimen de visitas, comunicación y 
estancia que, en su caso, se hubiere reconocido en sentencia civil 
hasta el total cumplimiento de esta pena.

3. La prohibición de comunicarse con la víctima, o con aquellos 
de sus familiares u otras personas que determine el juez o tribu-
nal, impide al penado establecer con ellas, por cualquier medio de 
comunicación o medio informático o telemático, contacto escrito, 
verbal o visual.

4. El juez o tribunal podrá acordar que el control de estas medidas 
se realice a través de aquellos medios electrónicos que lo permitan.”

El artículo 227 del Código Penal se encuentra ubicado sistemática-
mente dentro de su Libro II, relativo a los “Delitos y sus penas”, 
en el Título XII, referido a los “Delitos contra las relaciones fami-
liares”. Se trata de un delito menos grave, sancionable, alternativa-
mente, con pena de prisión o multa, al cual, hasta hace pocos meses, 
no le eran de aplicación las prohibiciones accesorias del artículo 48 
del Código Penal. Sin embargo, eso ha cambiado radicalmente con 
el nuevo texto del artículo 57.1 del Código, tras la modificación 
operada por la LO 8/2021, de 4 de junio, en vigor desde el 25 de 
junio de 2021.

Como es sabido, el ámbito de delitos en los que, facultativamen-
te, cabe acordar en la sentencia condenatoria una o varias de las 
prohibiciones contempladas en el artículo 48 del Código Penal se 
determina en el apartado 1 del artículo 57, convirtiendo luego el 
apartado 2 del mismo artículo 57 su imposición en obligada, en vez 
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NOTICIAS DE INTERÉS Y ACTUALIDAD

REVISTA JURÍDICA DE ASTURIAS 
DISPONIBLE EN LA WEB ICA GIJÓN

Desde la Real Academia Asturiana de la Jurisprudencia se ha fa-
cilitado a este Ilustre Colegio acceso a la Revista Jurídica de 

Asturias, a través de la plataforma REUNIDO (portal de revistas de 
la Universidad de Oviedo).

En la web colegial, apartado REVISTAS, disponéis de los enlaces 
que os permiten acceder a la propia del Colegio (“Sala de Togas”), a 
la revista editada por el CGAE (“Abogacía”) y a partir de ahora a la 
creada por la Real Academia Asturiana de Jurisprudencia.

Además, quien lo estime oportuno puede darse de alta en el servicio 
de notificación de publicación de esta revista. Para ello debe usar-
se el enlace “Registrarse” que se encuentra en la página principal 
home de la revista. De este modo, se recibirá la tabla de contenidos 
por correo-e cada vez que se publique un nuevo número.

VIDEO FORMATIVO SOBRE PLUSVALÍA 
DISPONIBLE EN LA WEB ICA GIJÓN

Está disponible para su visualización el vídeo relativo a la actividad 
formativa realizada por este Colegio el pasado día 16 de diciembre 
de 2021, en la que nuestra compañera Blanca Cienfuegos-Jovella-
nos Fernández realizó un análisis práctico y sumamente detallado, 
del estado en el que quedó el Impuesto sobre el Incremento de Valor 
de los Terrenos de Naturaleza Urbana (plusvalía municipal), tras la 
sentencia del Tribunal Constitucional 182/2021, de 26 de octubre.

Junto con el vídeo hemos colgado en la web el Power Point utiliza-
do por nuestra compañera para su exposición.

Podéis acceder al mismo a través del apartado de “Vídeos formati-
vos ICAGijón”, dentro del área de “Actividades Formativas” de la 
zona privada de nuestra web colegial, a la que como sabéis, podéis 
acceder bien mediante el certificado electrónico que contiene nues-
tro carnet colegial, bien mediante el sistema de usuario y contraseña 
facilitados por el Colegio.

CONFECCIÓN ONLINE DE LA PLUSVALÍA
Por el Ente Público de Servicios Tributarios del Principado de Astu-
rias se nos ha comunicado que, a partir del 23 de diciembre de 2021, 
la confección Online de la plusvalía permite calcular la base impo-
nible, además de por estimación objetiva, por estimación directa.

Igualmente informa que si se desea calcular la Base Imponible por 
el Sistema de Estimación Directa, se deben indicar los valores de 
transmisión y de adquisición del inmueble Y APORTAR LOS TÍ-
TULOS QUE DOCUMENTEN LA TRANSMISIÓN Y LA AD-
QUISICIÓN. El sistema calcula la Base Imponible por Estimación 
Directa, conforme al procedimiento establecido en el artículo 104.5. 
(En el caso de transmisión de un inmueble en el que haya suelo y 
construcción, el sistema previamente calcula la proporción que so-
bre el inmueble representa el terreno) y toma como Base Imponible 
la que resulte menor de entre los 2 métodos de determinación.

ELECCIONES COLEGIALES
Se ha presentado una sola candidatura a las elecciones convocadas 
para el 17 de diciembre de 2021 para la renovación parcial de la 
Junta de Gobierno del Colegio.

En consecuencia, tras comprobar que reúne los requisitos exigidos 
por la convocatoria electoral y que ha sido presentada dentro del 
plazo establecido para ello, la Junta de Gobierno, en su sesión del 2 
de diciembre de 2021, celebrada a las 9:30 horas, en aplicación de 
lo dispuesto en el artículo 70.3 del Estatuto del Colegio, ha resuelto 
considerar electos a todos los integrantes de la única candidatura 
presentada, que son los siguientes:

Diputado segundo: GUILLERMO CALVO FRANCO
Diputada tercera: JESUSA MARÍA CRESPO GARCÍA
Diputado sexto: PABLO GARCÍA-VALDÉS GONZÁLEZ
Diputado séptimo: MARTÍN PASTRANA BAÑOS
Tesorero: GERARDO CENDÁN ÁLVAREZ
Secretario: MANUEL ESTRADA ALONSO

Los cuatro integrantes de la Junta de Gobierno que han sido procla-
mados electos para los cargos que ya ocupaban continuarán desem-
peñando normalmente los mismos. Los dos nuevos componentes 
electos, el Diputado Segundo y la Diputada Tercera, tomarán pose-
sión de sus cargos en la Junta General Ordinaria del primer trimestre 
del próximo año 2022.

VIDEO FORMATIVO CENTRALITA 
GUARDIAS DISPONIBLE EN LA 

WEB ICA GIJÓN

Está disponible para su visualización, el vídeo relativo a la activi-
dad formativa organizada por este Colegio sobre “Funcionamien-
to de la centralita de guardias y nuevas obligaciones”, en el que 
Doña Sara Fernández Sordo, Contadora de la Junta de Gobierno 
y miembro de la Comisión del Turno de oficio,mostró todo el ca-
mino desde la recepción de un aviso por parte de la centralita y el 
contenido de las llamadas que vais a recibir, las obligaciones de 
asistencia y los mensajes y avisos que debéis tener en cuenta.

Podéis acceder a la grabación a través del apartado de “Vídeos for-
mativos ICAGijón”, dentro del área de “Actividades Formativas” 
de la zona privada de nuestra web colegial, a la que como sabéis, 
podéis acceder bien mediante el certificado electrónico que con-
tiene nuestro carnet colegial, bien mediante el sistema de usuario 
y contraseña facilitados por el Colegio.

TRASLADO DE BIBLIOTECA COLEGIAL 
A SEDE DE CIMADEVILLA, ACCESO 
A LA SALA DE TOGAS Y DESPACHO 
COLEGIAL PARA REUNIONES CON 
CLIENTES DEL TURNO DE OFICIO

La Junta de Gobierno de este Ilustre Colegio, en su sesión cele-
brada el 13 de julio de 2021, ha acordado trasladar la biblioteca 
colegial a la sede de Cimadevilla, así como retomar el acceso a la 
Sala de Togas situada en la sede colegial del Palacio de Justicia, 
habida cuenta del avance en el proceso de vacunación y las medi-
das socio sanitarias vigentes.

Así mismo, se ha acordado habilitar un despacho en la segunda 
planta de la sede colegial del Palacio de Justicia para que las/os 
letradas/os puedan mantener reuniones con los clientes del Turno 
de Oficio, lo que a su vez conlleva cambios en la disponibilidad 
de los puestos informáticos colegiales de la sede del Palacio de 
Justicia a disposición de las/os colegiadas/os.
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de facultativa para el órgano sentenciador, cuando la víctima del 
delito forme parte del círculo familiar de quien lo ha cometido.

Hasta la reciente reforma indicada, el elenco de delitos determi-
nados en el artículo 57.1 CP comprendía los de homicidio, aborto, 
lesiones, contra la libertad, de torturas y contra la integridad moral, 
trata de seres humanos, contra la libertad e indemnidad sexuales, 
la intimidad, el derecho a la propia imagen y la inviolabilidad del 
domicilio, el honor, el patrimonio y el orden socioeconómico. Pero 
en dicha modificación legal se han incluido también los delitos con-
tra las relaciones familiares, quedando el nuevo texto del precepto 
redactado en los siguientes términos:

“Artículo 57.

1. Las autoridades judiciales, en los delitos de homicidio, aborto, 
lesiones, contra la libertad, de torturas y contra la integridad mo-
ral, trata de seres humanos, contra la libertad e indemnidad sexua-
les, la intimidad, el derecho a la propia imagen y la inviolabilidad 
del domicilio, el honor, el patrimonio, el orden socioeconómico y 
las relaciones familiares, atendiendo a la gravedad de los hechos 
o al peligro que el delincuente represente, podrán acordar en sus 
sentencias la imposición de una o varias de las prohibiciones con-
templadas en el artículo 48, por un tiempo que no excederá de diez 
años si el delito fuera grave, o de cinco si fuera menos grave.

No obstante lo anterior, si la persona condenada lo fuera a pena de 
prisión y el Juez o Tribunal acordara la imposición de una o varias 
de dichas prohibiciones, lo hará por un tiempo superior entre uno 
y diez años al de la duración de la pena de prisión impuesta en la 
sentencia, si el delito fuera grave, y entre uno y cinco años, si fuera 
menos grave. En este supuesto, la pena de prisión y las prohibi-
ciones antes citadas se cumplirán necesariamente por la persona 
condenada de forma simultánea.

2. En los supuestos de los delitos mencionados en el primer párrafo 
del apartado 1 de este artículo cometidos contra quien sea o haya 
sido el cónyuge, o sobre persona que esté o haya estado ligada al 
condenado por una análoga relación de afectividad aun sin convi-
vencia, o sobre los descendientes, ascendientes o hermanos por na-
turaleza, adopción o afinidad, propios o del cónyuge o conviviente, 
o sobre los menores o personas con discapacidad necesitadas de 
especial protección que con él convivan o que se hallen sujetos a 
la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho del 
cónyuge o conviviente, o sobre persona amparada en cualquier 
otra relación por la que se encuentre integrada en el núcleo de 
su convivencia familiar, así como sobre las personas que por su 
especial vulnerabilidad se encuentran sometidas a su custodia o 
guarda en centros públicos o privados se acordará, en todo caso, 
la aplicación de la pena prevista en el apartado 2 del artículo 48 
por un tiempo que no excederá de diez años si el delito fuera grave, 
o de cinco si fuera menos grave, sin perjuicio de lo dispuesto en el 
párrafo segundo del apartado anterior.

3. También podrán imponerse las prohibiciones establecidas en 
el artículo 48, por un periodo de tiempo que no excederá de seis 
meses, por la comisión de los delitos mencionados en el primer 
párrafo del apartado 1 de este artículo que tengan la consideración 
de delitos leves.”

En consecuencia, en los delitos de impago de prestaciones econó-
micas a familiares, del artículo 227 del Código Penal, cometidos a 
partir del 25 de junio de 2021, será aplicable, en todo caso, la pro-
hibición de aproximación establecida en el artículo 48.2 del Código 
Penal. Dicha pena accesoria de alejamiento resulta ahora de precep-
tiva imposición, dado que la persona agraviada será siempre una de 
las mencionadas en el artículo 57.2 del Código Penal, ya sea el cón-
yuge o los hijos de la persona condenada. Obsérvese, no obstante, 
que únicamente esa prohibición de aproximación será preceptiva, 
y no así la prohibición de comunicación regulada en el apartado 3 
del mismo artículo 48, ni la prohibición de residir o acudir a lugares 

determinados contemplada en su apartado 1, penas ambas que serán 
facultativas para el órgano judicial sentenciador.

Cabe advertir, por último, que cuando la pena principal impuesta 
por el delito de impago de prestaciones sea la de multa, y no la de 
prisión, la duración de la pena accesoria de alejamiento del artículo 
48.2 CP tendrá una duración mínima legal de 6 meses, en aplicación 
de lo establecido en el artículo 33.3.h del Código Penal.

2. La inclusión en la condena de todas las pensiones impagadas 
hasta el juicio oral

La Sentencia del Tribunal Supremo (STS en adelante) 346/2020, 
de 25 de junio de 2020, con Susana Polo García como ponente, 
dictada por el Pleno de la Sala Segunda, ha resuelto la discrepancia 
existente entre Audiencias Provinciales respecto a la delimitación 
del periodo de impago objeto de enjuiciamiento. La controversia 
radicaba en concretar qué mensualidades conforman el hecho liti-
gioso, si sólo las inicialmente denunciadas o además las posteriores 
adeudadas y, en este caso, hasta qué momento procesal deben ser 
incluidas: declaración del investigado, auto de incoación de pro-
cedimiento abreviado, escrito de acusación, auto de apertura del 
juicio oral o celebración del acto del juicio oral.

Sobre tal extremo la Consulta 1/2007, de 22 de febrero, de la Fisca-
lía General del Estado, postulaba la consideración como materia de 
enjuiciamiento de todos los impagos producidos hasta el momento 
del juicio, partiendo de la naturaleza del tipo penal como delito per-
manente de tracto sucesivo acumulativo.

En nuestro ámbito regional, las Sentencias de 24 de febrero de 2011 
y de 29 de enero de 2016, de la Sección Octava de la Audiencia 
Provincial de Asturias, mantuvieron la posible extensión del pe-
riodo objeto de condena para incluir en el delito todas las cuotas 
impagadas hasta el momento del juicio oral, no solo cuando así lo 
solicitasen las partes acusadoras sino, incluso, a petición exclusiva 
de la propia defensa del condenado.

Finalmente, esta STS 346/2020 se pronuncia en los siguientes tér-
minos:

“El periodo de enjuiciamiento debe comprender hasta el momento 
procesal del acto del juicio oral, ya que ningún menoscabo a la 
persona del acusado puede ocasionar el hecho de que todos los im-
pagos ocurridos hasta ese momento se incorporen a la pretensión 
acusatoria planteada tras la práctica de las pruebas en el juicio 
oral, pues en tales casos el acusado pudo perfectamente defenderse 
de esa imputación.

…..

Por tanto, en este tipo de delitos de tracto sucesivo acumulativo, se 
puede producir la extensión de los hechos hasta el mismo momento 
del juicio oral, siempre que las acusaciones así lo recojan en sus 
conclusiones definitivas y el acusado se haya podido defender ade-
cuadamente de tal acusación.” 

3. El impago de cuotas hipotecarias como acción típica delictiva

La STS 348/2020, de 25 de junio de 2020, con Carmen Lamela 
Díaz como ponente, desestima el recurso de casación formulado 
contra una condena en la que el hecho consistía, esencialmente, en 
el impago por el acusado de la mitad de la cuota de la hipoteca 
sobre la vivienda familiar, a cuyo pago mensual venía obligado por 
la sentencia de divorcio.

El condenado recurrente alegaba que el artículo 227 CP es un tipo 
penal en blanco que debe ser integrado con determinados preceptos 
del Código Civil, especialmente con sus artículos 90 y 93, en lo que 
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respecta a cargas del matrimonio y alimentos como dos conceptos 
distintos. Habría que distinguir, por tanto, entre prestaciones econó-
micas y cargas del matrimonio. Solo las primeras, según la defensa 
del recurrente, estarían dirigidas, a tenor del artículo 93 del Código 
Civil, a satisfacer los alimentos de los hijos o del cónyuge al que se 
le haya otorgado una pensión de alimentos o compensatoria acorde 
a las circunstancias económicas y necesidades de los hijos. Por el 
contrario, las cargas del matrimonio estarían referidas a los pactos 
entre los cónyuges sobre la forma y el modo de amortización de 
las cargas que gravan el patrimonio de la sociedad de gananciales. 
Y, por ello, las cuotas hipotecarias no constituirían una obligación 
familiar sino una carga del matrimonio.

El recurso sostenía, pues, que el impago de la hipoteca no puede 
subsumirse en el delito de abandono de familia tipificado en el artí-
culo 227.1 del Código Penal ya que, a tenor de los artículos 1362 a 
1374 y concordantes del Código Civil, la deuda hipotecaria es una 
carga de la sociedad de gananciales que ambos cónyuges debían 
pagar por mitad.

El Tribunal Supremo rechaza esa argumentación, advirtiendo, en 
primer lugar, que la jurisprudencia civil ha sentado doctrina en el 
sentido de que el pago de las cuotas correspondientes a la hipoteca 
contratada por ambos cónyuges para la adquisición de la propiedad 
del inmueble destinado a vivienda familiar constituye una deuda de 
la sociedad de gananciales y como tal, queda incluida en el artículo 
1362.2 del Código Civil y no constituye carga del matrimonio a los 
efectos de lo dispuesto en los artículos 90 y 91 del Código Civil.

Añade a continuación que, en todo caso, el artículo 227 CP no 
efectúa distinción alguna entre pensión por alimentos y cuota hi-
potecaria, o entre deuda de la sociedad de gananciales y carga del 
matrimonio. Se refiere a “cualquier tipo de prestación económi-
ca” a favor de su cónyuge o sus hijos, establecida en convenio 
judicialmente aprobado o resolución judicial, en los supuestos de 
separación legal, divorcio, declaración de nulidad del matrimonio, 
proceso de filiación, o proceso de alimentos a favor de sus hijos.

Tras repasar las características de lo ocurrido en el caso concreto 
enjuiciado, termina la resolución con la siguiente afirmación de ca-
rácter general:

“debe concluirse estimando que las cuotas hipotecarias constitu-
yen una prestación económica en su sentido legal y gramatical, 
a cargo de ambos progenitores, con independencia de su natura-
leza como carga del matrimonio o como deuda de la sociedad de 
gananciales. Como tal integra el elemento del tipo exigido por el 
artículo 227.1 del Código Penal. Y en consecuencia, las cuantías 
adeudadas por este concepto integran el daño procedente del delito 
que ha de ser reparado conforme a lo dispuesto en el apartado 3 
del mismo precepto.”

4. La ampliación del círculo de agraviados denunciantes

Como sabemos, el delito de impago de prestaciones económicas 
a familiares se encuentra sujeto a la condición de perseguibilidad 
impuesta en el artículo 228 del Código Penal, que establece lo si-
guiente:

“Artículo 228.

Los delitos previstos en los dos artículos anteriores, sólo se per-
seguirán previa denuncia de la persona agraviada o de su repre-
sentante legal. Cuando aquella sea menor de edad, persona con 
discapacidad necesitada de especial protección o una persona des-
valida, podrá denunciar el Ministerio Fiscal.”

Existían hasta el momento dos interpretaciones en la jurisprudencia 
menor sobre el concepto de agraviado en relación con la validez de 
la denuncia formulada por el progenitor de un hijo mayor de edad 

para colmar el requisito de perseguibilidad del delito de impago de 
la pensión de alimentos a favor de este último durante el tiempo en 
que ya es mayor de edad.

Ciertas Audiencias Provinciales mantenían una interpretación res-
trictiva del concepto de agraviado, considerando que solamente el 
acreedor de la pensión es sujeto pasivo del tipo contenido en el 
artículo 227.1 CP, y entendiendo, pues, que en los supuestos en que 
el hijo ha alcanzado la mayoría de edad únicamente él ostenta legi-
timación activa para denunciar y proceder así a la persecución penal 
del delito de impago de pensiones, pudiendo actuar en su nombre y 
representación el progenitor solo durante su minoría de edad.

Otras, por el contrario, interpretaban más ampliamente la condi-
ción de agraviado, incluyendo en ella no solo a los hijos beneficia-
rios de la prestación económica debida sino, también, a cualquier 
otra persona perjudicada por el impago, especialmente, al proge-
nitor que convive con el hijo mayor de edad y sufraga los gastos 
no cubiertos por la pensión impagada, quien también gozaría de 
legitimación activa para interponer la preceptiva denuncia e instar 
así su pago en vía penal, lo que supondría una legitimación com-
partida de ambos.

Sobre esta materia no existía jurisprudencia expresa y la cuestión 
se ha resuelto en la STS 557/2020, de 29 de octubre de 2020, con 
Susana Polo García como ponente, dictada por el Pleno de la Sala 
Segunda, que al respecto concluye:

“Entendemos que el término “persona agraviada”, en una inter-
pretación teleológica y amplia del término contenido en el artículo 
228 CP, incluye tanto a los titulares o beneficiarios de la prestación 
económica debida, como al progenitor que convive con el hijo o 
hija mayor de edad y sufraga los gastos no cubiertos por la pensión 
impagada, y ello porque los mismos, tal y como ha reconocido de 
forma reiterada la Sala Civil del Tribunal Supremo, tienen un inte-
rés legítimo, jurídicamente digno de protección. Además, no existe 
duda de que el progenitor conviviente con el alimentista es una de 
las personas que soporta las consecuencias inmediatas de la acti-
vidad criminal, llevada a cabo por el otro progenitor que impaga 
la pensión alimenticia a los hijos, por lo que debe ser considerado 
agraviado a los efectos de tener legitimación para formular la pre-
ceptiva denuncia e instar así su pago en vía penal.”

5. La exclusión de la responsabilidad civil de las cuotas prescri-
tas civilmente

La STS 364/2021, de 29 de abril de 2021, con Antonio del Moral 
García como ponente y dictada por el Pleno de la Sala Segunda, 
resuelve la cuestión relativa a la prescripción de las pensiones ali-
menticias cuando su impago ha dado lugar a una condena por el 
delito del artículo 227 CP, concluyendo que, al ser su pago una 
obligación nacida de la ley, no se transforma por el hecho de que su 
incumplimiento haya originado un proceso penal.

 Se trataba de un supuesto complejo, en el que se mezclaban varias 
cuestiones jurídicas distintas, aunque estrechamente imbricadas, lo 
que convierte en imprescindible la lectura completa de la resolu-
ción que ahora resumimos. Hay que tener en cuenta, además, que 
la sentencia recurrida provenía de la Audiencia Provincial de Bar-
celona y, con arreglo a la legislación autonómica aplicable, el plazo 
de prescripción civil de las pensiones alimenticias, establecido en 
el artículo 121.21 del Código Civil de Cataluña, es de 3 años, y no 
el de 5 años aplicable en resto del territorio nacional en virtud del 
artículo 1966.1 del Código Civil.

El Tribunal Supremo recuerda en su resolución que, en ocasiones, 
en el proceso penal pueden ejercitarse acciones relativas a obliga-
ciones civiles no nacidas directamente del delito, ya sea por decla-
ración legal expresa o en virtud de interpretación jurisprudencial. 
Menciona cuatro ejemplos de ello.
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de facultativa para el órgano sentenciador, cuando la víctima del 
delito forme parte del círculo familiar de quien lo ha cometido.

Hasta la reciente reforma indicada, el elenco de delitos determi-
nados en el artículo 57.1 CP comprendía los de homicidio, aborto, 
lesiones, contra la libertad, de torturas y contra la integridad moral, 
trata de seres humanos, contra la libertad e indemnidad sexuales, 
la intimidad, el derecho a la propia imagen y la inviolabilidad del 
domicilio, el honor, el patrimonio y el orden socioeconómico. Pero 
en dicha modificación legal se han incluido también los delitos con-
tra las relaciones familiares, quedando el nuevo texto del precepto 
redactado en los siguientes términos:

“Artículo 57.

1. Las autoridades judiciales, en los delitos de homicidio, aborto, 
lesiones, contra la libertad, de torturas y contra la integridad mo-
ral, trata de seres humanos, contra la libertad e indemnidad sexua-
les, la intimidad, el derecho a la propia imagen y la inviolabilidad 
del domicilio, el honor, el patrimonio, el orden socioeconómico y 
las relaciones familiares, atendiendo a la gravedad de los hechos 
o al peligro que el delincuente represente, podrán acordar en sus 
sentencias la imposición de una o varias de las prohibiciones con-
templadas en el artículo 48, por un tiempo que no excederá de diez 
años si el delito fuera grave, o de cinco si fuera menos grave.

No obstante lo anterior, si la persona condenada lo fuera a pena de 
prisión y el Juez o Tribunal acordara la imposición de una o varias 
de dichas prohibiciones, lo hará por un tiempo superior entre uno 
y diez años al de la duración de la pena de prisión impuesta en la 
sentencia, si el delito fuera grave, y entre uno y cinco años, si fuera 
menos grave. En este supuesto, la pena de prisión y las prohibi-
ciones antes citadas se cumplirán necesariamente por la persona 
condenada de forma simultánea.

2. En los supuestos de los delitos mencionados en el primer párrafo 
del apartado 1 de este artículo cometidos contra quien sea o haya 
sido el cónyuge, o sobre persona que esté o haya estado ligada al 
condenado por una análoga relación de afectividad aun sin convi-
vencia, o sobre los descendientes, ascendientes o hermanos por na-
turaleza, adopción o afinidad, propios o del cónyuge o conviviente, 
o sobre los menores o personas con discapacidad necesitadas de 
especial protección que con él convivan o que se hallen sujetos a 
la potestad, tutela, curatela, acogimiento o guarda de hecho del 
cónyuge o conviviente, o sobre persona amparada en cualquier 
otra relación por la que se encuentre integrada en el núcleo de 
su convivencia familiar, así como sobre las personas que por su 
especial vulnerabilidad se encuentran sometidas a su custodia o 
guarda en centros públicos o privados se acordará, en todo caso, 
la aplicación de la pena prevista en el apartado 2 del artículo 48 
por un tiempo que no excederá de diez años si el delito fuera grave, 
o de cinco si fuera menos grave, sin perjuicio de lo dispuesto en el 
párrafo segundo del apartado anterior.

3. También podrán imponerse las prohibiciones establecidas en 
el artículo 48, por un periodo de tiempo que no excederá de seis 
meses, por la comisión de los delitos mencionados en el primer 
párrafo del apartado 1 de este artículo que tengan la consideración 
de delitos leves.”

En consecuencia, en los delitos de impago de prestaciones econó-
micas a familiares, del artículo 227 del Código Penal, cometidos a 
partir del 25 de junio de 2021, será aplicable, en todo caso, la pro-
hibición de aproximación establecida en el artículo 48.2 del Código 
Penal. Dicha pena accesoria de alejamiento resulta ahora de precep-
tiva imposición, dado que la persona agraviada será siempre una de 
las mencionadas en el artículo 57.2 del Código Penal, ya sea el cón-
yuge o los hijos de la persona condenada. Obsérvese, no obstante, 
que únicamente esa prohibición de aproximación será preceptiva, 
y no así la prohibición de comunicación regulada en el apartado 3 
del mismo artículo 48, ni la prohibición de residir o acudir a lugares 

determinados contemplada en su apartado 1, penas ambas que serán 
facultativas para el órgano judicial sentenciador.

Cabe advertir, por último, que cuando la pena principal impuesta 
por el delito de impago de prestaciones sea la de multa, y no la de 
prisión, la duración de la pena accesoria de alejamiento del artículo 
48.2 CP tendrá una duración mínima legal de 6 meses, en aplicación 
de lo establecido en el artículo 33.3.h del Código Penal.

2. La inclusión en la condena de todas las pensiones impagadas 
hasta el juicio oral

La Sentencia del Tribunal Supremo (STS en adelante) 346/2020, 
de 25 de junio de 2020, con Susana Polo García como ponente, 
dictada por el Pleno de la Sala Segunda, ha resuelto la discrepancia 
existente entre Audiencias Provinciales respecto a la delimitación 
del periodo de impago objeto de enjuiciamiento. La controversia 
radicaba en concretar qué mensualidades conforman el hecho liti-
gioso, si sólo las inicialmente denunciadas o además las posteriores 
adeudadas y, en este caso, hasta qué momento procesal deben ser 
incluidas: declaración del investigado, auto de incoación de pro-
cedimiento abreviado, escrito de acusación, auto de apertura del 
juicio oral o celebración del acto del juicio oral.

Sobre tal extremo la Consulta 1/2007, de 22 de febrero, de la Fisca-
lía General del Estado, postulaba la consideración como materia de 
enjuiciamiento de todos los impagos producidos hasta el momento 
del juicio, partiendo de la naturaleza del tipo penal como delito per-
manente de tracto sucesivo acumulativo.

En nuestro ámbito regional, las Sentencias de 24 de febrero de 2011 
y de 29 de enero de 2016, de la Sección Octava de la Audiencia 
Provincial de Asturias, mantuvieron la posible extensión del pe-
riodo objeto de condena para incluir en el delito todas las cuotas 
impagadas hasta el momento del juicio oral, no solo cuando así lo 
solicitasen las partes acusadoras sino, incluso, a petición exclusiva 
de la propia defensa del condenado.

Finalmente, esta STS 346/2020 se pronuncia en los siguientes tér-
minos:

“El periodo de enjuiciamiento debe comprender hasta el momento 
procesal del acto del juicio oral, ya que ningún menoscabo a la 
persona del acusado puede ocasionar el hecho de que todos los im-
pagos ocurridos hasta ese momento se incorporen a la pretensión 
acusatoria planteada tras la práctica de las pruebas en el juicio 
oral, pues en tales casos el acusado pudo perfectamente defenderse 
de esa imputación.

…..

Por tanto, en este tipo de delitos de tracto sucesivo acumulativo, se 
puede producir la extensión de los hechos hasta el mismo momento 
del juicio oral, siempre que las acusaciones así lo recojan en sus 
conclusiones definitivas y el acusado se haya podido defender ade-
cuadamente de tal acusación.” 

3. El impago de cuotas hipotecarias como acción típica delictiva

La STS 348/2020, de 25 de junio de 2020, con Carmen Lamela 
Díaz como ponente, desestima el recurso de casación formulado 
contra una condena en la que el hecho consistía, esencialmente, en 
el impago por el acusado de la mitad de la cuota de la hipoteca 
sobre la vivienda familiar, a cuyo pago mensual venía obligado por 
la sentencia de divorcio.

El condenado recurrente alegaba que el artículo 227 CP es un tipo 
penal en blanco que debe ser integrado con determinados preceptos 
del Código Civil, especialmente con sus artículos 90 y 93, en lo que 
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El primero es el resarcimiento de daños no típicos, pero causados a 
raíz de un delito de riesgo (STS 390/2017, de 30 de mayo de 2017). 
El segundo es la deuda tributaria en los delitos de los artículos 305 
y ss. del Código Penal, la cual, aunque no sea una obligación pecu-
niaria nacida de delito (la deuda es previa) y no se rija por el Código 
Penal (sino por la normativa tributaria), ha podido exigirse en el 
proceso penal por expresa voluntad del legislador (STS 277/2018, 
de 8 de junio de 2018 y STS 704/2018, de 15 de enero de 2019). El 
tercer ejemplo es el referido al artículo 193 CP, al disponer que las 
sentencias condenatorias por delitos contra la libertad sexual, ade-
más de resolver la responsabilidad civil derivada del delito, pueden 
pronunciarse, en su caso, sobre determinación de la filiación y fija-
ción de alimentos. Finalmente, la resolución afirma que en la misma 
categoría de obligaciones civiles no nacidas del delito pero, pese a 
ello, reclamables en el proceso penal, se encuadran las pensiones no 
satisfechas en el delito del artículo 227 CP.

En todos esos casos, las respectivas obligaciones están sujetas a su 
régimen sustantivo propio (civil o tributario) y su plazo de pres-
cripción será el previsto en la legislación correspondiente, no el de 
cinco años, que correspondería a la responsabilidad civil derivada 
del delito, a tenor del artículo 1964.2 del Código Civil.

Respecto al delito de impago de prestaciones, la STS 364/2021 
afirma que la previsión legal expresa, introducida en 1995, no deja 
lugar a dudas, al afirmar rotundamente el artículo 227.3 CP que “la 
reparación del daño procedente del delito comportará siempre el 
pago de las cuantías adeudadas”. Señala la sentencia comentada 
que el propio hecho de que la ley se sienta obligada a proclamarlo 
explícitamente sugiere que, sin tal previsión, la conclusión debería 
ser otra. Y continua en los siguientes términos:

“Eso no impide que puedan identificarse en ocasiones y acreditarse 
otros perjuicios económicos ligados al impago que eventualmen-
te podrían generar una obligación de indemnizar por conceptos 
diferentes a las pensiones adeudadas. Pues bien, esa obligación 
civil -pago pensiones- impuesta en sentencia (que en rigor puede 
reclamarse en el mismo proceso de ejecución en familia, aunque 
exista un proceso penal en trámite) no es responsabilidad civil que 
nazca de un delito. Se generó antes. Es una obligación nacida de la 
ley. No se transforma por el hecho de que su incumplimiento haya 

podido dar lugar a un proceso penal en el que viene a ser exigi-
da. Sigue siendo la misma obligación, con idéntico régimen, y con 
idéntico obligado, aunque pueda convertirse en objeto accesorio 
del proceso penal.

De ahí podemos concluir que no juega para esa obligación el ré-
gimen de prescripción de la responsabilidad civil nacida de delito, 
sino el específico de esa obligación que lleva a un plazo de cinco 
años en el derecho común y tres en el derecho civil catalán. Ni 
tampoco el régimen de sujetos obligados civilmente de los arts. 118 
y ss. CP. Por la misma razón que una pensión alimenticia fijada 
ex art. 193 CP no atraería plazos de prescripción diferentes a los 
específicos marcados por la legislación civil. No parece tesis asu-
mible que las pensiones que debía el ahora recurrente hubiesen 
prescrito al cumplirse tres años de su nacimiento; (¡incluso que esa 
extinción hubiese sido proclamada por el Juez de familia ante la 
reclamación!); y que, sin embargo, al interponerse una denuncia, 
fuese cual fuese el tiempo transcurrido, se produjese un insólito 
efecto resurrección de las pensiones ya fenecidas, de obligaciones 
extinguidas por prescripción. Item más, si se configura como delito 
permanente, y se han ido sucediendo reiterados impagos, todas las 
pensiones de los últimos quince años (situándonos en el régimen 
anterior a la reforma de 2015) volverían a ser exigibles. Aunque el 
Juzgado de familia las hubiesen declarado civilmente prescritas, 
por haberse reclamado previamente ante él. Aunque el argumen-
to gramatical dista de ser inequívoco, puede significarse, a mayor 
abundamiento, que el art. 227.3 CP habla de pensiones adeudadas 
y no impagadas. No se adeudan las ya prescritas.”

Termina la STS 364/2021 dando la razón al recurrente: las pen-
siones que nacieron con una antelación superior a tres años a la 
fecha de interposición de la denuncia estaban y están civilmente 
prescritas. La condena al abono de las pensiones solo debe abarcar 
las posteriores -que son las únicas adeudadas- tal y como había de-
clarado el Juzgado de lo Penal, cuya sentencia modificó luego en 
apelación la Audiencia Provincial de Barcelona. Recordemos que 
ese plazo de prescripción de tres años es el vigente en Cataluña 
para las prestaciones familiares, señalando el Tribunal Supremo 
que, al afirmarse la naturaleza estrictamente civil de la deuda y su 
condición de obligación ex lege, y no ex delicto, no suscita duda la 
aplicabilidad de la legislación autonómica específica.



* Boni�cación de hasta un 5% bruto para traspasos externos solicitados entre el 1 de octubre y el 31 de diciembre de 2021 a Planes de Pensiones (excluidos Planes RGADinero y RGARenta Fija) según 
condiciones. Boni�cación del 3% bruto para traspasos externos iguales o superiores a 3.000 € con un plazo de permanencia de 5 años. A esta boni�cación el cliente podrá sumar, además: un 1% bruto de 
boni�cación adicional por establecer un calendario de aportaciones periódicas mensuales de 100 € o equivalente anual en el plan de pensiones y/o un 1% bruto de boni�cación adicional si contrata un 
Seguro de Vida Riesgo con un pago anual mínimo de 150 € o un Seguro de Accidentes RGAPersonal Plus con un pago anual mínimo de 100 €. Si el cliente establece calendario y/o contrata un Seguro de 
Vida Riesgo o Accidentes RGAPersonal Plus se le sumará un año adicional al plazo de permanencia de 5 años en el Plan de Pensiones. Los seguros contratados de Vida Riesgo o Accidentes deberán 
mantenerse un mínimo de dos años. El importe máximo de la boni�cación será de 4.000 € brutos. El abono de la boni�cación se realizará el 15 de febrero de 2022. El cliente podrá elegir si la boni�cación 
se abona en su cuenta asociada al plan de pensiones o como una aportación extraordinaria al plan de pensiones donde se ha realizado el traspaso. En el caso que la aportación extraordinaria suponga 
superar el máximo legal de aportación anual, el exceso se ingresará en la cuenta del cliente asociada al plan. La boni�cación tiene la consideración de rendimientos de capital mobiliario, sujeta a la 
retención establecida en la legislación vigente. 
Seguro de Accidentes contratado con RGA Seguros Generales Rural, S.A. de Seguros y Reaseguros, Domicilio Social C/ Basauri, 14, 28023 Madrid. C.I.F.A-78524683. Reg. Merc. Madrid, Tomo 7.915, Gral. 6858, 
Sec. 3ª, Folio 61, Hoja 76.668-1 y clave de la DGSFP C-616. Seguro de Vida Riesgo contratado con RGA Rural Vida S.A. de Seguros y Reaseguros, Domicilio Social C/Basauri 14, 28023 Madrid, CIF A-78229663. 
Reg. Merc. Madrid, Tomo 6.243 Secc 8ª, Libro 0, Folio 215, Hoja 101812 y clave de la DGSFP C-595. La comercialización se realiza a través de RGA Mediación Operador de Banca-Seguros Vinculado, inscrito 
en el registro de mediadores de la DGSFP con CIF A79490264 y clave OV-0006, y con póliza de responsabilidad civil. Caja Rural de Asturias pertenece a la red de distribución de RGA Mediación OBSV, S.A. 
Consultar entidades aseguradoras con las que RGA Mediación mantiene un contrato de agencia de seguros en https://www.segurosrga.es/Documents/Entidades_contrato_RGA_Mediacion.pdf
Bases de la Boni�cación y Documento de Datos Fundamentales para el Partícipe de planes de pensiones disponibles en www.segurosrga.es.
Entidad Gestora: RGA Rural Pensiones C.I.F. A 78963675. Entidad Depositaria: Banco Cooperativo Español C.I.F. A 79496055. Entidad Promotora de los planes de pensiones: RGA Rural Vida S.A. C.I.F. A 78229663.
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